CONTRATO REALIDAD – Docentes – Contrato de prestación de servicios – Purga de ilegalidad. 
Para la Sala emerge con meridiana claridad que los actos sobre los cuales se pretende sustentar la existencia de contratos realidad, fueron expedidos para unos fines consagrados en los ya mencionados decretos, que per se les despoja de cualquier viso de ilegalidad.

Pero suponiendo que los aludidos decretos y por consiguiente los actos expedidos al amparo de los mismos a través de los cuales se contrató a los accionantes hubieran sido contrarios al marco legal, habría que anotar que obró sobre ellos el fenómeno que se ha denominado “purga de ilegalidad”, que tiene relación con el tema de la convalidación, porque si bien en su momento pudieron estimarse ilegales quedaron saneados con la vinculación de planta de que fueron objeto todos y cada uno de los actores a partir del año 2004. 

CONSEJO DE ESTADO
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Demandado: DEPARTAMENTO DE BOLIVAR - SECRETARIA DE EDUCACION Y CULTURA
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por ambas partes contra la sentencia del 16 de marzo de 2012, proferida por la Sala de Decisión No.1 del Tribunal Administrativo de Bolívar, que accedió parcialmente a las súplicas de la demanda. 

ANTECEDENTES

Por intermedio de apoderado, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho de que trata el artículo 85 del C.C.A., los señores Pedro Andrés García Herrera, Álvaro Gustavo Cassiani Sara, Julio Eris Romero Mendoza, José Catalino Cueto Ortiz, Ángela Custodia Julio Morales, Diomedes Enrique Cassiani Villegas, Margarita Rosa Castilla Julio, Sergio Fidel Ortiz Peña, José Damián Torres Utria, Ana Arcelia Ariza Escobar, Nayibis Esther Zapata Rodríguez, Heidi Isabel Rojano Torres, Fraycis Ibarra Salas, Darling del Carmen Almeida Herrera y Nelcy del Carmen Miranda García, demandan
 se declare nulo el acto administrativo de junio 13 de 2008, por el cual la accionada les negó el reconocimiento y pago de acreencias laborales. 

Que consecuencia de lo anterior se declare: i) que entre los actores y la demandada existió una auténtica relación laboral; ii) se les pague a título de restablecimiento del derecho las prestaciones sociales que perciben los docentes oficiales de la entidad, “tomando el valor de lo pactado en el contrato de prestación de servicios como base para la liquidación”, desde cuando nació su derecho hasta cuando se realice el pago total de la obligación; iii) que la accionada debe cancelarles intereses moratorios desde cuando se hizo exigible el derecho hasta que se haga efectivo el pago, y reconocerles la sanción moratoria de que trata la Ley 244 de 1995; iv) las sumas que correspondan a favor de los accionantes sean indexadas conforme el artículo 178 del C.C.A.; v) se condene en costas y agencias en derecho a la parte pasiva, y vi) se cumpla el fallo conforme lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del ibídem.

Hechos sustento de la pretensión se condensan en los siguientes términos: 
- Afirman los demandantes que fueron contratados por el Departamento de Bolívar - Secretaría de Educación y Cultura - para prestar sus servicios como docentes a través de órdenes de prestación de servicios especificadas de la siguiente manera:

Pedro Andrés García Herrera: Resolución No. 1983 de mayo 17 de 2002 (del 17-05-2002 al 17-08-2002), Resolución No. 0538 de agosto 17 de 2002 (del 18-08-2002 al 12-12-2002), y Resolución No. 0674 de febrero 03 de 2003 (del 03-02-2003 al 12-12-2003).

Álvaro Gustavo Cassiani Sara: O.P.S. No. 2365 de septiembre 12 de 2001 (del 12-09-2001 al 30-11-2001); O.P.S. No. 1205 (del 01-04-2002 al 31-08-2002); O.P.S. No. 0868 (del 01-09-2002 al 29-11-2002), y O.P.S. No. 0921 (del 03-02-2003 al 12-12-2003). 
Julio Eris Romero Mendoza: O.P.S. No. 1558 (del 18 de abril al 17 de julio de 2002); O.P.S. No. 0678 (del 03-02-2003 al 31-03-2003), y O.P.S. No. 164 (del 01-04-2003 al 12-12-2003). 
José Catalino Cueto Ortiz: O.P.S. No. 594 de 2001 (del 03-04-2001 al 21-12-2001); O.P.S. No. 0031 (del 15-02-2002 al 30-11-2002), y O.P.S. No. 0681 (del 03-02-2003 al 12-12-2003).
Ángela Custodia Julio Morales: O.P.S. No. 1053 (del 03-03-2003 al 19-12-2003).

Diomedes Enrique Cassiani Villegas: O.P.S. No. 1042 del 3 de febrero de 2003.

Margarita Rosa Castilla Julio: Decreto No. 1520 (del 11-06-2003 al 31-12-2003).

Sergio Fidel Ortiz Peña: O.P.S. No. 0330 del 24-07-2002 (del 24-07-2002 al 31-12-2002), y O.P.S. No. 0673 (del 03-02-2003 al 31-12-2003).

José Damián Torres Utria: Resolución No. 1093 de marzo de 2002 y O.P.S. No. 060 del 16 de julio de 2002 (del 19-03-2002 al 31-12-2002), y O.P.S. No. 0675 del 3 de febrero de 2003 (del 03-02-2003 al 31-12-2003). 
Ana Arcelia Ariza Escobar: O.P.S. No. 1521 del 3 de febrero de 2003 (del 03-02-2003 al 12-12-2003).

Nayibis Esther Zapata Rodríguez: O.P.S. No. 2413 y 0854 de 2002 (del 07-06-2002 al 30-11-2002), y O.P.S No. 0920 del 2003 (del 03-02-2003 al 31-12-2003). 

Heidi Isabel Rojano Torres: O.P.S. No. 0970 del 18 de octubre de 2002 (del 18-10-2002 al 31-12-2002), y O.P.S. No. 0676 del 3 de febrero de 2003 (03-02-2003 al 30-11-2003). 

Fraycis Ibarra Salas: O.P.S. No. 0232 del 4 de febrero de 2003 (del 03-02-2003 al 31-12-2003). 

Darling del Carmen Almeida Herrera: Decretos Nos. 2449 de junio 7 de 2002 y 0853 del 7 de septiembre de 2002 (del 07-06-2002 al 31-12-2002), y Decreto No. 0677 de febrero 3 de 2003. 
Nelcy del Carmen Miranda García: O.P.S. No. 769 “del 7 de agosto al 27 de julio de 2002”; No. 0537 (del 08-08-2002 al 29-11-2002), y O.P.S. No. 1154 (del 22-04-2003 al 31-12-2003).

- Sostienen que durante el tiempo que laboraron para la entidad accionada ejercieron las mismas funciones que un docente de planta y, al igual que éstos, recibían órdenes expresas, lo que significa que se encontraban subordinados a la misma, sumado que prestaron de manera personal el servicio y en contraprestación les pagaban un salario.

- Indican que a través de la modalidad bajo la cual los contrató el demandado sólo buscaba disfrazar la realidad, negando la existencia de una relación laboral y el derecho a gozar de las prestaciones sociales, de las que sí disfrutan los docentes en propiedad, pese a que en la práctica cumplen con los elementos que exige la ley para que se configure un contrato de trabajo.

- Informan que el accionado, de manera oficiosa, les descontaba del salario el 10% de retención en la fuente, amparando su proceder en que ellos fueron contratados bajo la modalidad de la Ley 80 de 1993; así mismo dicen que no los afiliaron al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, y les correspondió asumir a cada uno el pago de salud y pensiones.

- Señalan que el 4 de junio de 2008 presentaron derecho de petición solicitando lo que ahora pretenden en sede judicial, y que a través del acto objeto de la presente demanda se les contestó negando lo reclamado. 
Normas violadas y concepto de violación.

Como quebrantados relaciona: Artículos 2, 3, 6, 13, 25, 53 y 123 inciso 2º de la Constitución Política. Artículos 2, inciso 5º, del Decreto 2400 de 1968; 4, 5 y 9 de la Ley 91 de 1989; 81 inciso 2º de la Ley 812 de 2003; 175, 176 y 180 de la Ley 115 de 1994; Ley 244 de 1995, entre otros.

El concepto de violación lo exponen señalando que el respeto al trabajo se erige como esencial, así como la primacía de la realidad sobre las formalidades creadas por los sujetos de la relación laboral, para ilustrar que en sus casos lo que existieron realmente fueron relaciones laborales como educadores, cumpliendo las obligaciones, responsabilidades y horarios que asumen los docentes oficiales nombrados, con lo cual lo que se pretendió por el ente demandado a través de las órdenes de prestación de servicios fue desconocer dicha realidad, por lo que les asiste el derecho a recibir el mismo trato y a recibir todas las prestaciones que se reconocen y pagan a los docentes de planta de las instituciones educativas para los cuales fueron contratados. 
Contestación de la demanda.

El Departamento de Bolívar a través de apoderado contesta y se opone a todas y cada una de las pretensiones.

Expone que en el acto enjuiciado se negó lo reclamado por los actores porque su vinculación fue por medio de contratos estatales de prestación de servicios, entre el año 2001 y el 2003, que por mandato de la Ley 80 de 1993, en concordancia con el artículo 38 parágrafo 2º de Ley 715 de 2001, no generan relación laboral, por lo tanto no dan lugar al pago de prestaciones sociales; aunado que todos pactaron y aceptaron libremente que no quedaban vinculados laboralmente al servicio público educativo, de ahí que el acto administrativo que se ataca se halla ajustado a derecho. 

Que resultado de no existir en la planta de docentes del Departamento la totalidad de los cargos para atender los requerimientos de las diversas instituciones escolares, conllevó pactar los contratos de prestación de servicios con los accionantes, sin que ello sea un disfraz de la verdad.

Arguye que como entre la fecha en que se causaron las supuestas acreencias laborales pretendidas por los demandantes, años 2001, 2002 y 2003, y la fecha de presentación de la reclamación administrativa, transcurrieron más de tres (3) años, esta circunstancia los priva de tal derecho por haber operado el fenómeno de la prescripción establecida en el artículo 151 del C.P.L. 

Propuso las excepciones de: I) prescripción, por haber transcurrido más de 3 años entre las fechas en que se causaron las aparentes obligaciones y la fecha en que los actores reclaman al Departamento de Bolívar su reconocimiento y pago; ii) inexistencia de relaciones laborales entre las partes, y iii) inexistencia de las personas demandadas.

LA SENTENCIA APELADA

Mediante sentencia del 16 de marzo de 2012 la Sala de Decisión No.1 del Tribunal Administrativo de Bolívar resolvió:

i) Declarar la nulidad parcial del acto administrativo contenido en el Oficio No. 00697 del 13 de junio de 2008, que negó el reconocimiento laboral solicitado por los señores Pedro Andrés García Herrera, Álvaro Gustavo Cassiani Sara, Julio Eris Romero Mendoza, José Catalino Cueto Ortiz, Diomedes Enrique Cassiani Villegas, Sergio Fidel Ortiz Peña, José Damián Torres Utria, Nayibis Esther Zapata Rodríguez, Darling del Carmen Almeida Herrera y Nelcy del Carmen Miranda García; 

ii) ordenar el pago a las personas mencionadas de “las prestaciones sociales correspondientes a los periodos en los cuales se demostró la existencia de la relación laboral entre los años 2001 y 2003, tomando como base para la liquidación el salario legalmente establecido para los docentes que desempeñaban similar labor”, y que las sumas resultantes sean ajustadas conforme el artículo 178 del C.C.A., tomando la fórmula establecida por el Consejo de Estado;

iii) que el ente demandado cancele a los beneficiarios del fallo los porcentajes de cotización de salud y pensiones que debió trasladar a los respectivos fondos o, en su defecto, efectúe las cotizaciones a que haya lugar; además declara que el tiempo laborado bajo la modalidad de contrato de prestación de servicios se debe computar para efectos pensionales; 

iv) negar las pretensiones de la demandada respecto de los señores Ángela Custodia Julio Morales, Margarita Rosa Castilla Julio, Ana Arcelia Ariza Escobar, Heidi Isabel Rojano Torres y Fraycis Ibarra Salas, y

v) despachar negativamente las demás súplicas de la demanda.

Para arribar a su decisión el Tribunal, además de traer a cita la sentencia C- 154 de 1997 por medio de la cual la Corte Constitucional declaró exequible algunas expresiones del numeral 3º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 que regla el contrato de prestación de servicios, trascribe sentencias de la Sección Segunda del Consejo de Estado
, en las que se han dilucidado temas de contrato realidad de docentes vinculados a través de este tipo de contratos, para señalar que los contratos de prestación de servicios con éstos difiere de los demás, porque la labor docente lleva implícito el elemento subordinación propio de los contratos laborales, “razón por la cual su estudio debe hacerse de una manera más flexible que el efectuado sobre los contratos de prestación de servicios en general.” 

Establece que el servicio docente no es independiente, sino que se presta de manera personal y se halla subordinado al cumplimiento de reglamentos propios del servicio público de la educación, motivo por el cual no encuentra diferencia entre la vinculación contractual de los accionantes y la actividad desplegada por los otros docentes vinculados de manera legal y reglamentaria como empleados públicos del Departamento, teniendo en cuenta que laboraron en los mismos establecimientos educativos y desarrollaron las mismas funciones; por lo tanto, al amparo del principio de primacía de la realidad sobre las formalidades de que trata el artículo 53 Superior, existía una relación laboral que impone la protección en igualdad de condiciones a la de los docentes de planta.
 

Para justificar la negativa de las pretensiones de cinco de los demandantes
, dice que no “lograron demostrar una continuada prestación de sus servicios para con el ente territorial demandado, pues el tiempo acreditado por ellos, no es suficiente para dar por sentado que se estaba (sic) en presencia de un contrato laboral, sino más bien ante la prestación de un servicio a la administración habida cuenta la necesidad y urgencia del mismo”. 

Soportado en decisiones de esta Corporación
, precisa que sobre las sumas causadas “no opera el fenómeno prescriptivo por tratarse (sic) ésta de una sentencia de carácter constitutivo, a partir de la cual nace el derecho a favor de la peticionaria”
LA APELACIÓN

Ambas partes presentaron y sustentaron recurso de apelación, en las siguientes condiciones:

1- La parte demandada recurre totalmente el fallo solicitando su revocatoria y que, en su lugar, se desestimen las pretensiones de la demanda.

Argumenta que a los contratos de prestación de servicios, aportados en copias simples por los actores para probar la existencia de la relación laboral, no se les podía dar pleno valor probatorio como lo hizo el a quo, y trae a mención el artículo 254 del C.P.C., aplicable por remisión del artículo 267 del C.C.A., que determina cuándo una copia simple tiene el mismo valor probatorio que el original.

Que aceptando, en gracia de discusión, la existencia de los contratos, las obligaciones que de ellos se puedan desprender no corren la misma suerte, porque más que demostrar subordinación demuestran coordinación entre la entidad contratante y el contratista, que implica que el segundo se somete a las condiciones necesarias para el desarrollo eficiente de la actividad encomendada, que incluye el cumplimiento de un horario, recibir una serie de instrucciones o tener que reportar informes sobre sus resultados, y trae a mención sentencia del 18 de noviembre de 2003 de la Sala Plena del Consejo Estado
. 

Sostiene que existe una indebida acumulación de pretensiones, que no corresponde a un defecto de forma sino de fondo, puesto que el artículo 85 del C.P.C., sólo incluye los tres numerales del primer inciso del artículo 82 ibídem para declarar inadmisible la demanda, pero no dice nada del resto del mismo, por lo tanto debe concluirse que cuando la falencia se encuadra en las restantes situaciones se trata de un defecto de fondo, no subsanable, es decir, cuando las pretensiones no provienen de la misma causa, no versan sobre el mismo objeto, ni se hayan entre sí en relación de dependencia, o deban servirse específicamente de unas mismas pruebas, como ocurre en el caso concreto. 
2- La apoderada de los demandantes apela parcialmente la sentencia
, particularmente lo resuelto en el numeral 5º de la misma que negó las pretensiones respecto de los señores Ángela Custodia Julio Morales, Margarita Rosa Castilla Julio, Ana Ariza Escobar y Heidi Rojano Torres.

Argumenta que por el tipo de labor que desarrolla el docente, las reglas de experiencia y la práctica indican que en un año escolar el educador que es contratado, inicie y termine ese año lectivo, ya que resultaría caótico para los educandos, la institución educativa y el ente territorial encargado de contratarlos, nombrar en el mismo año a dos o más docentes para que desarrollen la misma cátedra.

Que si bien para el periodo lectivo del 2003 los contratos de prestación de servicios estipulan que fue de febrero a abril, se encuentra probado con certificaciones de los rectores de las instituciones educativas donde ejercieron su labor, que ellos continuaron laborando durante todo el año, por lo tanto también les asiste el derecho impetrado. 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

Las partes no alegaron de conclusión ante esta instancia.

El Ministerio Público rindió concepto
 solicitando confirmar la sentencia del Tribunal.

No observándose causal de nulidad que pueda invalidar lo actuado se procede a decidir previas las siguientes, 

CONSIDERACIONES 

ASPECTO PRELIMINAR.

1. Previo a asumir el estudio de fondo del asunto bajo examen la Sala resolverá si existe una indebida acumulación de pretensiones que, según lo afirma la accionada en su recurso, se erige como un defecto insubsanable porque no provienen de la misma causa, no versan sobre el mismo objeto, ni se hayan entre sí en relación de dependencia, o deban servirse específicamente de unas mismas pruebas, pues conforme su percepción el artículo 85 del C.P.C., sólo incluye los tres numerales del primer inciso del artículo 82 ibídem para declarar inadmisible la demanda, pero no dice nada del resto del mismo, por tanto debe inferirse que cuando la falencia se encuadra en las restantes situaciones se trata de un defecto de fondo, no subsanable.

No se discute que le asiste la razón a la demandada en que conforme el numeral 3º del artículo 85 del C.P.C., el Juez sólo podrá inadmitir la demanda cuando la acumulación de pretensiones no reúna los requisitos exigidos por los tres numerales del primer inciso del artículo 82, es decir: 1) que el juez sea competente para conocer de todas; sin embargo, podrán acumularse pretensiones de menor cuantía a otras de mayor cuantía; 2) que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan como principales y subsidiarias, y 3) que todas puedan tramitarse por el mismo procedimiento.

Sin embargo, como lo anota el doctrinante y profesor Hernán Fabio López Blanco
, “[e]n el inciso final del artículo 82 se establece que: ‘Cuando se presente una indebida acumulación que no cumpla con los requisitos previstos en los dos incisos anteriores, pero sí con los tres numerales del inciso primero, se considerará subsanado el defecto cuando no se proponga oportunamente la respectiva excepción previa’, norma que viene a constituir un caso especial de saneamiento de nulidad al advertirse que si las pretensiones son susceptibles de tramitarse por el mismo proceso y el juez es competente para conocer de todas ellas, aun cuando no se cumplan los requisitos adicionales, es decir, que provengan de la misma causa, versen sobre el mismo objeto o deban valerse específicamente de unas mismas pruebas, será admisible la acumulación y se decidirán las pretensiones en proceso único si el demandado no propuso la correspondiente excepción previa, con lo cual se viene a establecer un evento específico de acumulación impropia de procesos por permitirse aquella sin los habituales requisitos, todo en desarrollo del principio de la economía procesal” (Resaltado ajeno al texto citado).
Si bien en el sub examine se puede decir que lo que cada uno reclama no puede valerse específicamente de las mismas pruebas del otro, ni se hallan en una relación de dependencia, lo cierto es que el ente territorial al contestar la demanda no propuso como excepción esta situación, por lo tanto en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 82 del C.P.C., el defecto quedó subsanado.

2. Igualmente la parte demandada alega en su recurso que el Tribunal no podía aceptar como plena prueba las copias simples de los actos a través de los cuales fueron contratados los actores. 

La Sala dirá al respecto lo siguiente:

i) Las copias simples aportadas con la demanda no fueron objeto de tacha por la accionada durante todo el rito de primera instancia, de suerte que se garantizó el principio de contradicción sobre los mismos, motivo por el cual podían ser evaluados por el Juez como medios de convicción para el fin que fueron aportados. Así lo ha considerado el Consejo de Estado.

Es más, se observa que en la contestación de la demanda -fl.193 del C principal- textualmente la parte pasiva en lo que se refiere a las pruebas documentales dijo: “Sírvase tener como tales, las presentadas por el demandante, con la presentación de la demanda”. 
ii) Aunado a lo anterior, la Secretaría de Educación y Cultura del Departamento de Bolívar, dando respuesta a prueba decretada por Juzgado 2º Administrativo del Circuito de Cartagena donde cursó inicialmente el proceso, hizo llegar a través de Oficio del 18 de agosto de 2009 -fl.1 C 2 de pruebas- hojas de vida de los accionantes y parte de ellas están en copias simples, donde hallan los actos por los cuales fueron contratados, de ahí que se entienda que los originales reposan en su archivos; es más, con Oficio del 25 de marzo de 2010 -que se ve a fl.223 del cuaderno principal-, la misma dependencia hizo llegar otros documentos de los actores en copias autenticadas. 

Así las cosas, para esta Sala es claro que el a quo procedió ajustado a derecho al valorar el material probatorio documental que obra en copias simples, como también lo hará esta instancia para definir la alzada.

Dilucidado los anteriores aspectos se procede a abordar el estudio de fondo.

PROBLEMA JURÍDICO.

En esta ocasión corresponde a la Sala establecer si los actores tienen derecho al reconocimiento del “contrato realidad” durante los periodos en que estuvieron vinculados como docentes en diversos planteles educativos del Departamento de Bolívar mediante órdenes de prestación de servicios, con los consiguientes pagos salariales y prestacionales que se derivan de una relación laboral.

A efectos de resolver la cuestión planteada la Sala de manera breve hará mención del marco legal y jurisprudencial en torno al contrato de prestación de servicios, en especial los de prestación de servicio docentes y luego, previo análisis de la situación conforme el material probatorio, donde se resaltará un marco jurídico dentro del cual se sucedieron las cosas, resolver si en el caso concreto hay lugar a declarar la existencia de contrato realidad con las consecuencias que ello comporta, o si la supuesta irregularidad quedó purgada con la regularización de la situación de todos los actores, al ser vinculados en provisionalidad a partir del año 2004 a la planta de docentes y después, resultado de un concurso, nombrados en periodo de prueba quienes lo aprobaron, para finalmente ser designados en propiedad en las instituciones educativas donde generalmente habían prestado sus labores docentes inicialmente por medio de órdenes de prestación de servicios. 

De hecho la tesis de la Sala en el sub lite es que existió un tratamiento jurídico distinto justificado porque existió una diferencia razonable para ello, y que ocurrió una purga de la supuesta irregularidad del acto y actuación de la administración, que despoja al Juez para acceder a las declaraciones y consecuencias que pretenden los demandantes.

BREVE MARCO LEGAL Y JURISPRUDENCIAL DEL CONTRATO REALIDAD
El Estatuto de Contratación Pública -Ley 80 de 1993- define el en el numeral 3º del artículo 32 el contrato de prestación de servicios en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 32. DE LOS CONTRATOS ESTATALES.

(…)

3o. Contrato de Prestación de Servicios.
“Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados.
En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.”
 
La Corte Constitucional en la sentencia C-154 de 1997 al declarar la exequibilidad de los apartes resaltados de la norma transcrita, lo hace bajo el entendido de que no se acredite la existencia de una relación laboral, teniendo en cuenta que dentro de las características de los contratos de prestación de servicios están su excepcionalidad y transitoriedad, así como la autonomía e independencia del contratista para la ejecución del objeto contratado, destacando que el elemento que diferencia los contratos de prestación de servicios suscritos con personas naturales, del contrato de trabajo, es el elemento subordinación, pues entre tanto en aquéllos no existe tal subordinación, en el contrato laboral sí.

Cuando el legislador utilizó en el inciso 2º del numeral 3º del artículo 32 de la citada ley la expresión “En ningún caso…generan relación laboral ni el pago de prestaciones sociales”, no consagró una presunción de iure o de derecho, que no admite prueba en contrario, lo que indica es que el afectado podrá demandar por la vía judicial el reconocimiento de la existencia de la vinculación laboral y, por consiguiente, el pago de las prestaciones sociales a que haya lugar.

Nuestro Tribunal constitucional, en lo concerniente a la vinculación de personas naturales como docentes a través de la figura de contratos de prestación de servicios, en la sentencia C-555 de 1994 hace una análisis sobre el tema cuando declara la inexequibilidad del parágrafo 1º del artículo 6º de la ley 60 de 1993
 y del parágrafo 3º del artículo 105 de la ley 115 de 1994
, a través de los cuales el legislador habilitaba al Estado para continuar contratando personal docente a través de dicha forma contractual.
En este fallo la Corte deja en claro que: i) tanto los docentes temporales como los docentes-empleados públicos, laboran en los mismos establecimientos educativos estatales y desarrollan una actividad material genéricamente idéntica; ii) la ley se ocupa, en lo que concierne al servicio educativo, de distribuir entre la nación y las entidades territoriales las competencias y recursos para dirigir, planificar, prestar y administrar el servicio público educativo estatal en las áreas de preescolar, básica primaria, secundaria y media, y que iii) la actividad docente de los maestros temporales, pese a su forma de vinculación, es permanente y sobre ellos se soporta una parte significativa del servicio público educativo. 

Precisa además que el trabajo, así beneficie al Estado, genera derechos y obligaciones irrenunciables; que las prestaciones sociales corresponden a un concepto de derecho mínimo establecido en las normas laborales y que el ejercicio permanente de una función pública, como ocurre con los "docentes temporales", pues, salvo que exista un criterio razonable, proporcional y adecuado, no puede dar lugar a discriminar prestacionalmente a éstos frente a los docentes vinculados de planta. Enseña la Corte:

“13. La Corte en sus providencias ha reiterado el principio constitucional de la igualdad ante la ley. No obstante, ha señalado que el tratamiento jurídico distinto se justifica si existe una diferencia razonable entre los supuestos de hecho materia de comparación y si aquél es proporcional y adecuado a la misma.

Desde el punto de vista de la actividad material que ejecutan los docentes-temporales, no parece existir diferencia respecto de la que realizan los docentes-empleados públicos. Si no se encuentra una diferencia, entre estos dos supuestos, edificada sobre un criterio de comparación que sea razonable, perdería plausibilidad el régimen jurídico asimétrico que, en las condiciones ya referidas, la ley contempla y el cual, en los aspectos principales (remuneración, prestaciones, derechos y obligaciones), es más favorable para los docentes-empleados públicos.” (Destaca la Sala).

Concluye la Corte Constitucional señalando que tales normas no se ajustan al marco constitucional porque el legislador lo que hizo fue propiciar la desigualdad de trato, que consiste en no extender un determinado régimen legal a una hipótesis material semejante, sin embargo precisa que la protección del trabajo bajo el principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades de que trata el artículo 53 Superior, no comporta que el docente temporal por el sólo hecho de trabajar para el Estado pueda ser considerado empleado público, porque la situación contractual no es constitucional ni legalmente suficiente para configurar el cargo.
 

Consecuente con la posición anterior, de antaño la Sección Segunda del Consejo de Estado ha afinado su jurisprudencia con relación al caso de los docentes vinculados a través de contratos administrativos de prestación de servicios, al considerar que los elementos subordinación y dependencia se hallan ínsitos en la tarea que desempeñan, porque se parte de la premisa que la educación es un servicio público que el Estado regula, inspecciona y vigila, y que la Nación y las entidades territoriales participan en la dirección, financiamiento y administración de los servicios educativos estatales, sumado el hecho que la labor docente está definida por la misma ley e implica la conjugación de los elementos que hacen presumir la existencia de una relación laboral, es decir, una actividad personal, bajo continuada dependencia y subordinación, y una remuneración como contraprestación, por ende existe mayor flexibilidad para establecer el contrato de realidad a partir del vínculo contractual con los docentes.

Pese a lo dicho, en el caso objeto de la presente controversia existen variantes que no derivan en la declaración de la existencia de un contrato de realidad, como pasa a ilustrarse.

MATERIAL PROBATORIO, SU ANÁLISIS Y DECISIÓN DEL CASO.
1. De entrada corresponde anotar que la vinculación de los actores como docentes en diversas instituciones educativas oficiales del Departamento de Bolívar a través de órdenes de prestación de servicios, sobre las cuales se pretende la existencia de un contrato realidad, se dio entre el año 2001 y 2003 al amparo de lo dispuesto en el artículo 2º de los Decreto 2729
 del 27 de diciembre de 2000 y 2713 del 17 de diciembre de 2001, del parágrafo 2º del artículo 38 de la Ley 715 del 21 de diciembre 2001 y del artículo 2º del Decreto 688 del 10 de abril de 2002, y se respetó la prohibición dispuesta en el artículo 2º del Decreto 3621 de 2003.

Por medio de los Decretos 2729, 2713, 688 y 3621 el Gobierno Nacional cada año modificó la remuneración de los servidores públicos sometidos al régimen especial del Estatuto Docente y se dictaban otras disposiciones de orden salarial para el sector educativo oficial, disponiendo en el artículo 1º de todos ellos la asignación básica mensual para los distintos grados del Escalafón Nacional Docente de carácter estatal. 

El artículo 2º de los Decretos 2729 de 2000 y 2713 de 2001 prescribía:

“ARTICULO 2o.Sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes 60 de 1993 y 115 de 1994, queda prohibido todo tipo de contratación de docentes. Sin embargo, la autoridad nominadora podrá autorizar la prestación del servicio por parte de docentes no vinculados al servicio educativo estatal para atender las funciones propias de los docentes que se encuentren en situaciones administrativas tales como incapacidad superior a treinta (30) días, licencia, comisión, suspensión en el empleo, traslado por amenaza o en caso de vacancia del cargo, mientras se realice el concurso para proveerlo en forma definitiva. En todo caso este concurso deberá realizarse y proveerse el cargo dentro de los tres (3) meses siguientes a la autorización.

Este servicio dará lugar al pago de honorarios y sólo podrá prestarse por el término de duración de la novedad administrativa o mientras se realiza el concurso y previa certificación del FER o de la autoridad competente del ente territorial, sobre la correspondiente disponibilidad presupuestal. De todas formas la prestación de este servicio será temporal y no genera derechos de permanencia en el servicio público educativo, y se pagará de acuerdo con el grado de escalafón que posea el docente vinculado en los términos de este artículo.” (Subrayas y resaltado ajeno al texto citado).

Por su parte el parágrafo del artículo 38 de la Ley 715 de 2001
, señaló:

“Artículo 38. Incorporación de docentes, directivos docentes y administrativos a los cargos de las plantas. La provisión de cargos en las plantas financiadas con recursos del Sistema General de Participaciones, se realizará por parte de la respectiva entidad territorial, dando prioridad al personal actualmente vinculado y que cumpla los requisitos para el ejercicio del cargo.

(…)

Parágrafo 2°. Para los efectos de la presente ley se entiende por orden de prestación de servicios toda relación contractual directa entre un departamento o municipio y un docente o administrativo para la prestación de servicios de enseñanza o administrativos en una institución educativa oficial, por un término no inferior a cuatro meses, con dedicación de tiempo completo, exceptuando los que se nombran o contratan para reemplazar docentes, directivos docentes o administrativos en licencia, horas cátedra y otra modalidad que no implique vinculación de tiempo completo.” (Subrayado no es de la norma citada).

Vale anotar que el artículo 38 se encuentra dentro del Capítulo VI de la Ley 715 intitulado “Disposiciones transitorias en educación”.
Entre tanto, el artículo 2º del Decreto 688 de 2002 decía:

Artículo 2°. Sin perjuicio de las órdenes de prestación de servicios autorizadas en el inciso 4° del artículo 38 de la Ley 715 de 2001, queda prohibido todo tipo de contratación de docentes y directivos docentes. Sin embargo, mientras se organizan las plantas de personal docente, tal como lo señalan los artículos 37
 y 40 de la Ley 715 de 2001, y se expide el nuevo Estatuto de Profesionalización Docente de que trata el numeral 2 del artículo 111 de la misma ley, los departamentos, distritos y municipios certificados podrán expedir órdenes de prestación de servicios para atender las funciones propias de docentes en propiedad que se encuentren en situaciones administrativas tales como incapacidad médica, licencia no remunerada, comisión o suspensión en el empleo, o en caso de vacancia definitiva del cargo, mientras se realice el concurso para proveerlo en forma definitiva.

Este servicio solamente dará lugar al pago de honorarios y sólo podrá prestarse por el término de duración de la novedad administrativa o mientras se realiza el concurso y previa disponibilidad presupuestal por parte de la autoridad competente correspondiente. De todas formas, la prestación de este servicio será temporal y no genera derechos de permanencia en el servicio público educativo.

Parágrafo. La renovación de las órdenes de prestación de servicios de que trata el inciso 4° del artículo 38 de la Ley 715 de 2001, se pagará en la misma forma y cantidad que se venía pagando en el 2001, incrementada de conformidad con los rangos y porcentajes establecidos en la escala de que trata el parágrafo 2 del artículo 1° del presente decreto.” (Lo destacado y las líneas no son del texto original).

Finalmente, el artículo 2º del Decreto 3621 de 2003 manifestó:

“Artículo 2°. En virtud de lo establecido en la Ley 715 de 2001 y el Decreto 1528 de 2002, a partir del 1º de enero de 2004 queda prohibido todo tipo de contratación de docentes y directivos docentes, diferente a la autorizada en el artículo 27
 de la Ley 715 de 2001.” (Lo resalto no corresponde al artículo).
2. Ahora, observa la Sala que en todos los actos de vinculación contractual del año 2001 se invocó el artículo 2º del Decreto 2729 de 2000, en los del 2002 el mismo artículo pero del Decreto 2713 de 2001 y el parágrafo del artículo 38 de la Ley 715 de 2001, y en los del 2003 la misma norma de esta ley y el artículo 2º del Decreto 688 de 2002. 
Lo que significa que fueron contrataciones para atender las diversas situaciones administrativas en que se hallaban docentes de planta, tales como incapacidades superiores a treinta (30) días, licencias, comisiones, suspensiones en el empleo, traslado por amenaza y en caso de vacancia del cargo, o en desarrollo de la hipótesis consagrada en el artículo 37 de la Ley 715 de 2001, en consonancia con el parágrafo 2º del artículo 38, que permitió dicha forma de contratación en un periodo de transición de dos años, entre tanto se organizaban las plantas de cargos docentes en las diversas entidades territoriales, el cual se extendió de diciembre de 2001 a diciembre de 2003.

Lo contrario no aparece probado.

Es más, del contenido de los actos por medio de los cuales se contrató a cada uno de los hoy demandantes y de las diversas certificaciones expedidas por los Rectores de las instituciones educativas donde prestaron sus servicios, se obtiene que: i) se trató de docentes que no se hallaban vinculados al servicio educativo estatal; ii) se pactó como honorarios la suma equivalente al grado que tuviera cada uno en el Escalafón Nacional Docente; iii) se les pagaba con cargo a los recursos provenientes del Sistema General de Participaciones, y iv) pertenecían al FER Departamental Bolívar. 
De ahí que la Sala, sin desconocer lo que quedó esbozado en el acápite del marco jurídico y jurisprudencial con relación con el contrato realidad, estima que en el caso particular de los demandantes los supuestos de hecho y de derecho son diversos, que conllevó a un tratamiento justificadamente distinto, y no se comprometió el derecho fundamental a la igualdad y a la primacía de la realidad sobre las formas de que tratan los artículos 13 y 53 de la Carta Política.

Es más, el Departamento de Bolívar dio estricto cumplimiento a lo ordenando en el artículo 2º del Decreto 3621 del 16 de diciembre de 2003 ya citado, en el sentido que a partir del 1º de enero de 2004 prohibió la contratación de personas naturales como docentes y directivos docentes, por ello desde el año 2004 todos los actores fueron vinculados inicialmente en provisionalidad, y luego de realizado el respectivo concurso nombrados en periodo de prueba a quienes lo aprobaron y finalmente en propiedad, tal y como se ilustra a continuación:

	NOMBRE
	NOMBRAMIENTOS

	Pedro Andrés García Herrera
	Fl.496 C uno de pruebas se ve acta de posesión como docente en provisionalidad de fecha 23 de febrero de 2004, en la IE Técnico Acuícola San Cristóbal, y allí dice que fue nombrado en tal condición por decreto 74 del 23 de enero de 2004. Fl.484 del mismo cuaderno acta de posesión del 23 de enero de 2006 en periodo de prueba en la misma institución, nombrado por Decreto 688 del 23 de diciembre de 2005. Fl.480 ibídem acta de posesión del 15 de julio de 2008 en propiedad en la misma institución y allí dice que fue nombrado como tal en propiedad por decreto 435 del 26 de junio de 2008. 

	Álvaro Gustavo Cassiani Sará
	Nombrado en provisionalidad en el la IE Técnico Acuícola de San Cristóbal por Decreto 205 del 11 de marzo de 2004 (fl.423 C uno de pruebas). Fl. 344-346 C 2 pruebas, se ve Decreto 344 del 14 de julio de 2006 por el cual es nombrado en periodo de prueba en el la misma IE, y a fl.342 se ve acta de posesión del 26 del mismo mes y año. Fl.336 acta de posesión de fecha 25 de marzo de 2008 en propiedad en la misma institución, donde dice que fue nombrado por Decreto 171 del 5 de marzo de 2008. 

	Julio Eris Romero Mendoza
	A fl.314 del C principal obra oficio de la Secretaría de Educación donde le informan que fue nombrado en provisionalidad mediante Decreto 74 del 23 de enero de 2004 en la IE Técnico Acuícola de San Cristóbal (Decreto que se ve a fls.315-318), y a fl.320 está acta de posesión del 24 de enero de 2004. A fl.321 del mismo cuaderno aparece acta de posesión en periodo de prueba de fecha 19 de enero de 2006, y en ella se dice que fue nombrado así a través de Decreto 688 del 23 de diciembre de ese año. A fl.322 está acta de posesión en propiedad en la misma IE de fecha 5 de marzo de 2008, al haber sido nombrado por decreto 171 del 5 de marzo de 2008.

	José Catalino Cuero Ortiz
	Fl.149 C 2 de pruebas obra oficio del 16 de febrero de 2004 de la Secretaría de Educación donde le dicen que por Decreto 74 del 23 de enero de 2004 fue nombrado en provisionalidad en la IE Francisco de Paula Santander (fl.180 acta de posesión del 5 de marzo de 2004 en provisionalidad). Fl.179 se ve Oficio del 3 de enero de 2006 donde le dicen que fue nombrado en periodo de prueba por Decreto 688 del 23 de diciembre de 2005 y a fl.178 acta de posesión del 17 de enero de 2006. Fl.177 ibídem se ve acta de posesión del 25 mazo de 2008 para la misma institución para la que fue nombrado en propiedad por Decreto 171 del 5 de marzo de 2008.

	Ángela Julio Morales
	A fl.184 C uno de pruebas se ve acta de posesión del 20 de abril de 2004 donde señala que fue nombrada en provisionalidad en la IE Técnico Acuícola de San Cristóbal por Decreto 205 del 11 de marzo de 2004. Nota: No obra más información

	Diomedes Cassiani Villegas
	Nombrado en provisionalidad por decreto 205 del 11 de marzo de 2004 en el centro educativo Simón Almanza (fl.441 C uno de pruebas), que le fue comunicado por oficio del 16 de marzo del mismo año (fl.442). Luego siguió en provisionalidad desde el 9 de octubre de 2006 en la IE de Galindo (fl.450 del mismo cuaderno). Nombrado en periodo de prueba por Decreto 557 del 26 de agosto de 2008, según se deriva de acta de posesión del 5 de septiembre de ese año (fl.449 ídem). Y nombrado en propiedad en la IE Zipacoa por Decreto 18 del 19 de enero de 2010 conforme se desprende de acta de posesión del 4 de febrero de 2010 (fl.430).

	Margarita Castilla Julio
	A fl.271 del C dos de pruebas está acta de posesión del 22 de julio de 2004 donde consta que fue nombrada en provisionalidad en la IE Técnico Acuícola de San Cristóbal a través de Decreto 426 del 28 de junio de 2004.Nota: No obra más información.

	Sergio Fidel Ortiz Peña
	Fl.290 C 2 pruebas obra oficio del 16 de marzo de 2004 donde le comunican que fue nombrado en provisionalidad por Decreto 205 del 11 de marzo de ese año en la IE San Cristóbal, y a fl.294 mismo cuaderno se ve acta de posesión en dicho cargo del 18 marzo de 2004. Y fls.49-51 del mismo cuaderno está Decreto 343 de 14 julio de 2006 por el cesa su nombramiento de provisionalidad. 



	José Damian Torres Utria
	A Fl.415 C dos de pruebas aparece acta de posesión del 25 de febrero de 2004 donde dice que fue nombrado provisionalmente en la IE Técnico Acuícola de San Cristóbal por Decreto 74 del 23 de enero de 2004. A fl.426 ídem se ve acta de posesión en periodo de prueba de fecha 16 de enero de 2006 donde consta que por Decreto 688 del 23 de diciembre de 2005 fue nombrado en tal condición en la misma institución. Y a fl.411 del mismo cuaderno se ve acta de posesión en propiedad de fecha 25 de marzo de 2008, nombrado en propiedad por Decreto 171 de 5 de marzo de 2008.

	Ana Arcelia Ariza Escobar
	A fl. 419 C uno pruebas se ve acta de posesión del 19 de marzo de 2004 como docente en provisionalidad en la IE San Cristóbal, y allí se dice que había sido nombrada por Decreto 205 del 11 de marzo de 2004. Nota: No obra más información.

	Nayibis E. Zapata Rodríguez
	Fl.372 C uno de pruebas se ve acta de posesión del 25 de febrero de 2004, y allí consta que había sido nombrada en provisionalidad en la IE San Cristóbal por Decreto 74 del 23 de enero de 2004. Y a fls.393-395 del mismo cuaderno obra Resolución No. 4204 del 10 de septiembre de 2007, por el cual se le reconoce cesantías definitivas por el tiempo que estuvo en provisionalidad, acto el cual se dice que por Decreto 343 del 14 de julio de 2006 había desvinculada del cargo que ejercía en provisionalidad.

	Heidi Isabel Rojano Torres
	Fl.352 C uno pruebas acta de posesión del 25 de febrero de 2004 en provisionalidad en IE San Cristóbal y allí dice que fue nombrada por decreto 74 del 23 de enero de ese año. Y a fls. 360-362 se ve Resolución No. 3804 del 30 de marzo de 2007, por la cual se le reconoce cesantías definitivas por el tiempo que estuvo en provisionalidad, y en este acto se dice que fue desvinculada como provisional por Decreto 887 del 23 de diciembre de 2005.

	Fraycis Ibarra Salas
	Obra a fl.275 del C principal se ve acta de posesión en provisionalidad en el CE Simón Almanza de fecha 15 de marzo de 2004, y en ella consta que fue nombrado en tal condición por Decreto 205 del 11 de marzo de 2004. A fl.273 está acta de posesión en periodo de prueba en la IE de Armenia del Municipio de Pinillos de fecha 5 de septiembre de 2008, y en esta acta dice que fue nombrado en periodo de prueba por Decreto 565 del 29 de agosto de 2008. Y a fl.260 del mismo cuaderno está acta de posesión en propiedad en la IE de Armenia del Municipio de Pinillos de fecha 5 de febrero de 2010, y allí consta que fue designado en tal condición por Decreto 728 del 31 de diciembre de 2009. 

	Carmen Almeida Herrrera
	A fl.369 C dos pruebas está acta de posesión en provisionalidad en la IE San Cristóbal de fecha 23 de febrero de 2004, y en ala consta que fue nombrada en dicha condición por Decreto 74 del 23 de enero de 2004. Nota: No aparece más información.



	Nelcy del C. Miranda García
	A fl.19 C dos de pruebas está acta d posesión en provisionalidad en el IE Técnica Acuícola San Cristóbal de fecha 23 de marzo de 2004, y allí consta que fue nombrada en tal calidad por Decreto 205 del 11 de marzo de 2004. Y fls.49-51 del mismo cuaderno está Decreto 343 de 14 julio de 2006 por el cesa su nombramiento de provisionalidad. Este decreto es coherente con información que aparece en documento de la Secretaría de Educación que se ve a fl.168 del C principal.


3. No deja pasar por alto la Corporación que en la generalidad de las contrataciones no existió una continuidad en la prestación del servicio, sino que fueron de 2, 3, 4 o 5 meses su duración y en diversas anualidades, unos en 2001, otros en 2002 y 2003, excepcionalmente se les volvía a contratar por términos similares o inferiores en la misma anualidad, lo que evidencia aún más que dichas contrataciones fue para suplir situaciones administrativas en que se hallaban docentes de planta o para atender necesidades del servicio educativo en el Departamento de Bolívar hasta tanto se culminara el proceso de conformación de la planta de cargos de los establecimientos educativos oficiales, en las condiciones que autorizaban los tantas veces mencionados decretos y la Ley 715.

Dentro de la prueba existente no obran los actos donde consten que existieron prórrogas sucesivas de las O.P.S., que dejen en evidencia que existió una labor continua, y esta carencia no puede ser reemplazada con las certificaciones expedidas en el año 2008 por los rectores de las instituciones donde en su momento prestaron sus servicios y que obran dentro del expediente.

Por ello estima la Sala que el mismo argumento con el cual el Tribunal negó las pretensiones de 5 demandantes aplicaba para despachar desfavorablemente las de los restantes 10 actores, es decir, que no “lograron demostrar una continuada prestación de sus servicios para con el ente territorial demandado, pues el tiempo acreditado por ellos, no es suficiente para dar por sentado que se estaba (sic) en presencia de un contrato laboral, sino más bien ante la prestación de un servicio a la administración habida cuenta la necesidad y urgencia del mismo.” (fl.388).

Veamos por qué en el siguiente cuadro:

	Nombre
	Contratos - Resoluciones u O.P.S


	Pedro Andrés García Herrera
	Resolución 1983 del 17 de mayo de 2002 se le contrata por 3 meses (fl.55). O.P.S. 0583 del 17 de agosto de 2002 -por 3 meses 13 días- (fl.56). O.P.S. 0674 del 3 de febrero de 2003 -por 2 meses- (fl.54).

	Álvaro Gustavo Cassiani Sará
	Resolución 2365 del 12 de septiembre de 2001 se le contrata hasta el 30 de noviembre de ese año (fl.64). Resolución 1205 del 1º de abril de 2002 -por 5 meses- (fl.65). O.P.S. 0868 del 1º de septiembre de 2002 -por 2 meses 29 días- (fl.66). O.P.S.0921 del 3 de febrero de 2003 -por 2 meses- (fl.67). 

	Julio Eris Romero Mendoza
	Resolución 1558 del 18 de abril de 2002 se le contrata por 3 meses (fl.309). O.P.S.0356 del 18 de julio de 2002 -por 4 meses 12 días- (fl.71). O.P.S. 0678 del 3 de febrero de 2003 -por 2 meses- (fl.73).

	José Catalino Cuero Ortiz
	Resolución 594 del 3 de abril de 2001 se le contrata por 5 meses (fl.189 C dos de pruebas). O.P.S., sin número legible, del 15 de febrero de 2002 -por 5 meses- (fl.84). O.P.S., sin número legible, del 16 de julio de 2002 -por 4 meses 15 días- (fl.83). O.P.S. 0681 del 3 de febrero de 2003 -por 2 meses- (fl.85).

	Ángela Julio Morales

	O.P.S. 1053 del 33 marzo de 2003 se le contrató por 3 meses (fl.87).

	Diomedes Cassiani Villegas

	O.P.S.1042 del 3 de febrero de 2003 se le contrata por 3 meses (fl.98).

	Margarita Castilla Julio
	No obran actos por los cuales se le haya contratado.

	Sergio Fidel Ortiz Peña
	O.P.S. 0330 del 24 de julio de 2002 se le contrata hasta el 29 de noviembre, es decir, por 4 meses 6 días (fl.108). O.P.S. 0673 del 3 de febrero de 2003 -por 2 meses- (fl.109). 

	José Damian Torres Utria
	Resolución 1093 del 19 de marzo de 2002 se le contrata por 3 meses (fl.117 C principal y fl.416 C dos de pruebas). O.P.S. sin número legible, del 16 de julio de 2002 se le contrata hasta el 29 de noviembre, es decir, 4 meses 15 días (fl.118).O.P.S. 0675 del 3 de febrero de 2003 -por 2 meses- (fl.120). 

	Ana Arcelia Ariza Escobar
	O.P.S. 1521 del 11 de junio de 2003, se le contrata hasta el 30 de junio de ese año (fl.128). 

	Nayibis E. Zapata Rodríguez
	Resolución 2413 del 7 de junio de 2002 se le contrata por 3 meses (fl.135). O.P.S. 0854 del 7 de septiembre de 2002 se le contrata hasta el 29 de noviembre de ese año, es decir, por 2 meses 23 días (fl.136). O.P.S. 0920 del 3 de febrero de 2003 -por 2 meses- (fl.138).

	Heidi Isabel Rojano Torres

	O.P.S. 0970 del 18 de octubre de 2002 se le contrató hasta el 29 de noviembre de ese año, es decir, por 1 mes 12 días (fl.141). O.P.S. 0676 del 3 de febrero de 2003 -por 2 meses- (fl.143).

	Fraycis Ibarra Salas
	 O.P.S. 00232 del 4 de febrero de 2003 se le contrata por 1 mes (fl.152).

	Carmen Almeida Herrrera
	O.P.s 2449 del 7 de junio de 2002 se le contrata por 3 meses (fl.157). O.P.S. 0853 del 7 de septiembre de 2002 se le contrata hasta el 29 de noviembre de ese año, es decir, por 2 meses 23 días (fl.158). O.P.S. 0677 del 3 de febrero de 2003 -por 2 meses- (fl.160).

	Nelcy del C. Miranda García
	O.P.S. 0769 del 7 de marzo de 2002 se le contrata por 5 meses (fl.172). O.P.S. 0537 del 8 de agosto de 2002 se le contrata hasta el 29 de noviembre de ese año, es decir, por 3 meses 22 días (fl.173). O.P.S. 1154 del 22 de abril de 2003 -por 1 mes- (fl.171).


4. Para la Sala emerge con meridiana claridad que los actos sobre los cuales se pretende sustentar la existencia de contratos realidad, fueron expedidos para unos fines consagrados en los ya mencionados decretos, que per se les despoja de cualquier viso de ilegalidad.

Pero suponiendo que los aludidos decretos y por consiguiente los actos expedidos al amparo de los mismos a través de los cuales se contrató a los accionantes hubieran sido contrarios al marco legal, habría que anotar que obró sobre ellos el fenómeno que se ha denominado “purga de ilegalidad”, que tiene relación con el tema de la convalidación, porque si bien en su momento pudieron estimarse ilegales quedaron saneados con la vinculación de planta de que fueron objeto todos y cada uno de los actores a partir del año 2004. 

Nótese que los demandantes sólo vinieron a hacer reclamo administrativo el 4 de junio de 2008, es decir, 5 o 6 años después, lo que significa que cualquier eventual ilegalidad para esta fecha estaba más que purgada, de suerte que para el momento que el Juez contencioso administrativo le correspondía pronunciarse sobre el supuesto quebrantamiento de la juridicidad, ya había desaparecido la supuesta irregularidad, con lo cual se genera una sustracción de materia sobre la cual emitir un juicio de legalidad.

Resultado de todo lo expuesto en precedencia, arriba esta Sala a la conclusión que no hay lugar a declarar la existencia de contrato realidad en el sub examine, por consiguiente la presunción de legalidad del acto administrativo cuestionado queda incólume, por lo tanto la decisión del Tribunal será revocada en su integridad y, en su lugar, se negarán las pretensiones de todos y cada uno de los demandantes.

No se condena en costas a los actores como quiera que no aparece a primera vista que hayan actuado con temeridad o mala fe.

 Decisión

El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A”, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A

REVOCAR en su integridad la Sentencia del 16 de marzo de 2012, proferida por la Sala de Decisión No. 1 del Tribunal Administrativo de Bolívar dentro del proceso de la referencia, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva. En su lugar,

NEGAR las pretensiones de todos y cada uno de los demandantes, con fundamento en lo expuesto en la parte considerativa del presente proveído.

Sin condena en costas.

Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

La anterior providencia fue considerada y aprobada por la Sala en sesión celebrada en la fecha.

GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN   ALFONSO  VARGAS RINCÓN

LUÍS  RAFAEL VERGARA  QUINTERO
Relatoría: JORM/Lmr.

� Escrito de demanda a fls.1-42. 





Nota: La demanda fue presentada el 5 de agosto de 2008 ante los Juzgados Administrativos de Cartagena, correspondiendo por reparto al Juzgado Segundo Administrativo (fl.1 y 175). Por Auto del 13 de septiembre de 2010 el Juzgado declaró la nulidad de todo lo actuado por falta de competencia y dispuso enviar el expediente al Tribunal Administrativo de Bolívar, conservando validez toda la prueba decretada y practicada (fl.344).


� Fls.182-193.





� Fls.359-392.


� Entre ellas, las siguientes: Sentencia del 30 de marzo de 2006, CP Dr. Alejando Ordóñez Maldonado; del 28 de febrero de 2008, radicado interno 0868-2007, CP Dr. Jaime Moreno García; del 23 de septiembre de 2010, radicado interno 0196-2010, CP Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez.


� También dice el Tribunal, que aunque varios de los documentos aportados por los actores obran en copias simples, serán valorados “en razón a que no fueron tachados de falsos por el ente demandado.” (fl.376). Igualmente, que no serán tenidos en cuenta los testimonios de los señores Álvaro Gustavo Cassiani Sara y Heidi Isabel Rojano Torres, habida cuenta que tienen un interés directo en las resultas del proceso por ser parte de los demandantes, circunstancia que afecta su credibilidad (fl.386).





� Son ellos: Ángela Custodia Julio Morales, Margarita Rosa Castilla Julio, Ana Arcelia Ariza Escobar, Heidi Isabel Rojano Torres y Fraycis Ibarra Salas.





� Trae a colación sentencia de la Sección Segunda del 29 de julio de 2010, radicado interno 1522-08, CP Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren.





� Fls.394-398





� Radicación IJ-0039, CP Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda.





� Fls.401-404





� Fls.450-458.





� Disponen el artículo 82 y el numeral 3º del artículo 85 del C.P.C., lo siguiente:





“ARTÍCULO 82. ACUMULACION DE PRETENSIONES. Modificado por el Decreto 2282 de 1989. El demandante podrá acumular en una misma demanda varias pretensiones contra el demandado, aunque no sean conexas, siempre que concurran los siguientes requisitos:





1. Que el juez sea competente para conocer de todas; sin embargo, podrán acumularse pretensiones de menor cuantía a otras de mayor cuantía.





2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan como principales y subsidiarias.





3. Que todas puedan tramitarse por el mismo procedimiento.





En la demanda sobre prestaciones periódicas, podrá pedirse que se condene al demandado a las que se llegaren a causar entre la presentación de aquélla y la sentencia de cada una de las instancias.





También podrán formularse en una demanda pretensiones de varios demandantes o contra varios demandados, siempre que aquéllas provengan de la misma causa, o versen sobre el mismo objeto, o se hallen entre sí en relación de dependencia, o deban servirse específicamente de unas mismas pruebas, aunque sea diferente el interés de unos y otros.





En las demandas ejecutivas podrán acumularse las pretensiones de varias personas que persigan, total o parcialmente, unos mismos bienes del demandado, con la limitación del numeral 1º del artículo 157.





Cuando se presente una indebida acumulación que no cumpla con los requisitos previstos en los dos incisos anteriores, pero sí con los tres numerales del inciso primero, se considerará subsanado el defecto cuando no se proponga oportunamente la respectiva excepción previa.” (Subrayas ajenas al texto citado).





“ARTÍCULO 85. INADMISIBILIDAD Y RECHAZO DE PLANO DE LA DEMANDA. Modificado por Decreto 2282 de 1989. El juez declarará inadmisible la demanda:


(..)


3. Cuando la acumulación de pretensiones en ella contenida no reúna los requisitos exigidos por los tres numerales del primer inciso del artículo 82.


(…)”





� “Procedimiento Civil”. Tomo I, Dupré Editores, décima edición 2009, página 468. 


� Con relación al tema se pueden consultar de esta Corporación: Sentencia de la Sección Segunda, Subsección A, del 4 de marzo de 2010, radicado interno 1413-08, CP Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren; sentencia de Sección Tercera, Subsección C, del 7 de marzo de 2011, exp. 20171, CP Dr. Enrique Gil Botero; sentencia de la Sección Segunda, Subsección B, del 11 de julio de 2013, radicado interno 1824-10, CP Dr. Gerardo Arenas Monsalve, por mencionar algunas de tantas. 





En la providencia aludida de la Sección Tercera se dijo:





“En efecto, los lineamientos procesales modernos tienden a valorar la conducta de las sujetos procesales en aras de ponderar su actitud y, de manera especial, la buena fe y lealtad con que se obra a lo largo de las diferentes etapas que integran el procedimiento judicial. 





En el caso sub examine, por ejemplo, las partes demandadas pudieron controvertir y tachar la prueba documental que fue acompañada con la demanda y, especialmente, la copia simple del proceso penal que se entregó como anexo de la misma, circunstancia que no acaeció…


Por lo tanto, la Sala en aras de respetar el principio constitucional de buena fe, así como el deber de lealtad procesal reconocerá valor probatorio a la prueba documental que ha obrado a lo largo del proceso y que, surtidas las etapas de contradicción, no fue cuestionada en su veracidad por las entidades demandadas. 





“El anterior paradigma fue recogido de manera reciente en el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -que entra a regir el 2 de julio de 2012- en el artículo 215 determina que se presumirá, salvo prueba en contrario, que las copias tienen el mismo valor del original cuando no hayan sido tachadas de falsas; entonces, si bien la mencionada disposición no se aplica al caso concreto, lo cierto es que con la anterior o la nueva regulación, no es posible que el juez desconozca el principio de buena fe y la regla de lealtad que se desprende del mismo, máxime si, se insiste, las partes no han cuestionado la veracidad y autenticidad de los documentos que fueron allegados al proceso”.





� Los apartes resaltados y subrayados fueron declarados exequibles por la Corte Constitucional mediante sentencia C-154 del 19 de marzo de 1997, MP Dr. Hernando Herrera Vergara, “salvo que se acredite la existencia de una relación laboral subordinada”.





� Establecía el parágrafo 1º del artículo 6º de la ley 60 de 1993:





“Los docentes temporales vinculados por contrato a los servicios educativos estatales antes del 30 de junio de 1993 que llenen los requisitos de la carrera docente, serán incorporados a las plantas de personal de los departamentos o de los distritos en donde vienen prestando sus servicios, previo estudio de necesidades y ampliación de la planta de personal. La vinculación de los docentes temporales será gradual, pero deberá efectuarse de conformidad con un plan de incorporación que será proporcional al incremento anual del situado fiscal y con recursos propios de las entidades territoriales y en un término no mayor a los seis años contados a partir de la publicación de la presente ley.” (Cursiva no es del texto original).





� Disponía el parágrafo 3º del artículo 105 de la Ley 115 de 1994:





“A los docentes vinculados por contrato contemplados en el parágrafo primero del artículo 6o de la Ley 60 de 1993 se les seguirá contratando sucesivamente para el periodo académico siguiente, hasta cuando puedan ser vinculados a la planta de personal docente territorial.”





� Al respecto señaló la Corte:





“Si el Juez, en un caso concreto, decide, porque lo encuentra probado, otorgarle a un docente-contratista el carácter de trabajador al servicio del Estado, puede hacerlo con base en el artículo 53 de la CP. Sin embargo, a partir de esta premisa, no podrá en ningún caso conferirle el status de empleado público, sujeto a un específico régimen legal y reglamentario. El principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales, no tiene, adicionalmente, el alcance de excusar con la mera prestación efectiva de trabajo la omisión del cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales previstos para acceder a la función pública que, en la modalidad estatutaria, son el nombramiento y la posesión, los que a su vez presuponen la existencia de un determinado régimen legal y reglamentario, una planta de personal y de la correspondiente disponibilidad presupuestal. 


(…)


La mera prestación de trabajo, así beneficie al Estado, se comprende, aparte de calificarse como relación laboral y derivar de ella los derechos contemplados en las normas que la regulan, no coloca a la persona que la suministra en la misma situación legal y reglamentaria en la que pueda encontrarse otra persona que desempeña como empleado público una actividad similar”





� Se pueden revisar al respecto las siguientes decisiones del Consejo de Estado: Sentencia de la Sección Segunda, Subsección A, del 6 de marzo de 2008, radicado interno 2152-06, CP Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren; Sentencia de la Sección Segunda, Subsección A, del 23 de septiembre de 2010, radicado interno 0372-09, CP Dr. Alfonso Vargas Rincón; Sentencia de la Sección Segunda, Subsección B, del 16 de febrero de 2012, radicado interno 1961-11, CP Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez, por mencionar algunas.





� “Por el cual se modifica la remuneración de los servidores públicos sometidos al régimen especial del Estatuto Docente y se dictan otras disposiciones de carácter salarial para el sector educativo oficial.”





� “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros”,





� Señala este artículo de la Ley 715 de 2001:





“Artículo 37. Organización de plantas. Las plantas de cargos docentes y de los administrativos de las instituciones educativas serán organizadas conjuntamente por la Nación, departamentos, distritos y municipios, en un período máximo de dos años, teniendo en cuenta los criterios establecidos en la presente ley.” (Destaca la Sala). 





� Este artículo autoriza a Departamentos, Distritos y Municipios certificados, para que bajo ciertas circunstancias puedan contratar con personas jurídicas -estatales o no estatales- que presten servicios educativos.


� Los folios que se mencionan en los cuales se hallan las resoluciones u O.P.S., a través de los cuales se les contrató son del cuaderno principal. Cuando ello no sea así se citará de manera expresa en qué otro obran. 





� A esta actora se le negó sus pretensiones.





� A este actor si se le accedió a sus pretensiones, a pesar de hallarse en iguales condiciones que la actora Ángela Julio Morales a quien no se accedió.





� A esta actora también le fueron negadas sus pretensiones, y se encuentra en similar situación que Diomedes Cassiani Villegas a quien sí se le accedió.





